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Capítulo

II
LA LUCHA POR CONQUISTAR LA LIBER-
TAD DE EXPRESIÓN ES PARTE DE LA HIS-
TORIA DE MÉXICO. Aunque desde los

inicios de nuestra vida como país

independiente prácticamente todas

nuestras Constituciones han reco-

nocido esa libertad, muchos mexi-

canos han luchado para lograr que

hoy cualquier persona pueda ejer-

cerla a plenitud8.

La Constitución de 1917 consa-

gró en su artículo 6° la concepción

tradicional de la libertad de expre-

sión. Pasaron 60 años sin que este

texto fuera modificado. Fue hasta

1977 que, como parte de las modifi-

caciones constitucionales que se

dieron con motivo de la entonces

llamada “reforma política”, se inclu-

yó en la parte final de ese artículo la

frase “el derecho a la información

será garantizado por el Estado”. Este

hecho no fue casual y refleja clara-

mente cómo el derecho de acceso a

la información tiene un vínculo

estrecho con la democracia.

La reforma al artículo 6° dio ori-

gen a un largo debate sobre su sig-

nificado, en particular sobre sus

consecuencias para la regulación de

los medios de comunicación. Se

debatía intensamente si implicaba

la posibilidad de que el Estado

tuviera un mayor control sobre los

medios de comunicación masiva. En

aquellos años pocos entendieron

que una de sus implicaciones era

que establecía el derecho de los ciu-

dadanos a conocer la información

generada por las autoridades.

Incluso, en una desafortunada deci-

sión propia de la visión política pre-

dominante en aquellos años, la

Suprema Corte de Justicia consideró

que en esa reforma “no se pretendió

establecer una garantía individual

consistente en que cualquier gober-

nado, en el momento que lo estime

oportuno, solicite y obtenga de los

órganos del Estado determinada

información”9.

Años después, la propia

Suprema Corte rectificó este crite-

rio. En una resolución que emitió

con motivo de la matanza de un

grupo de campesinos en Aguas

Blancas, en el Estado de Guerrero, la

Corte consideró que el derecho a la

información exigía “que las autori-

dades se abstengan de dar a la

comunidad información manipula-

da, incompleta o falsa, so pena de

incurrir en una violación grave a las

garantías individuales…”10. Luego

de esa decisión, en varias senten-

cias la Corte reconoció que el dere-

cho a la información sí era una

garantía individual y que el artículo

6° de la Constitución consagraba el

derecho de todo ciudadano a la

información11.

Para finales de los años noventa

la Suprema Corte había reconocido

expresamente el derecho de acceso

a la información. Sin embargo, exis-

tía un problema práctico: carecía-

mos de un procedimiento para ejer-

cerlo. Fue necesario esperar hasta el

año 2002 para que éste se creara

con la aprobación –mediante el voto

unánime de todos los partidos polí-

ticos en el Congreso– de la Ley

Federal de Transparencia y Acceso a

la Información Pública

Gubernamental. En esencia, esta

Ley creó los procedimientos y las

instituciones para permitir que, a
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nivel federal, cualquier persona

pudiera presentar una solicitud de

acceso a la información y las auto-

ridades estuvieran obligadas a res-

ponderla en el plazo de un mes.

A la Ley Federal de Acceso a la

Información siguieron otras equiva-

lentes en las entidades federativas.

Para principios del 2007 todos los

estados del país contaban con una

ley en esta materia. Sin embargo

existía un problema importante: los

criterios contenidos en esas leyes

para ejercer el derecho de acceso a

la información variaban de manera

significativa. Esto significaba sim-

plemente que los requisitos para

ejercitar el derecho eran distintos

dependiendo de la entidad federati-

va de que se tratara. En algunos se

requería, por ejemplo, que la perso-

na que presentaba la solicitud fuera

ciudadano de ese estado; en otros,

se imponían diversas limitaciones a

las solicitudes, o bien existían dife-

rencias importantes en la informa-

ción que podía ser reservada. Esto

generó una situación inaceptable,

pues se trataba del mismo derecho,

pero con condiciones de ejercicio

diferentes en cada estado12.

Como respuesta a este proble-

ma, y luego de una serie de reunio-

nes de carácter nacional, un grupo

de gobernadores presentó a la con-

sideración del Congreso de la Unión

un documento conocido como la

“Iniciativa Chihuahua”, donde pro-

ponían añadir en el artículo 6° los

criterios mínimos para ejercer el

derecho de acceso a la información.

Este documento fue la base para

que el Constituyente Permanente,

integrado por las Cámaras de

Diputados y Senadores más las

legislaturas de al menos 16 estados

de la República, acordaran modifi-

car la Constitución e incorporar un

segundo párrafo con siete incisos.

En su razonamiento para esta refor-

ma, la Cámara de Diputados reco-

noció en su dictamen que: “… el

desarrollo del derecho de acceso a la

información no ha estado exento de

problemas, resistencias y deforma-

ciones. Quizás la dificultad más

importante es la heterogeneidad

con la que se ha legislado y con la

que se ejerce hoy mismo en las enti-

dades y en las instituciones de la

República… La rutina democrática

que posibilita pedir información a

los gobiernos sin limitaciones, luego

de 33 leyes de transparencia en la

Federación y los estados, ha adqui-

rido las más variadas tonalidades,

pues los procedimientos y los arre-
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glos institucionales, los límites, la

apertura, la tecnología disponible y

los documentos accesibles son muy

distintos, por tanto la pregunta obli-

gada es: ¿puede un derecho funda-

mental tener tantas versiones como

gobiernos, jurisdicciones adminis-

trativas y soberanías? ¿Puede un

derecho diferenciar a los mexicanos

de modo tan subrayado, dependien-

do de la entidad federativa, del

lugar de residencia o del nacimiento

de una persona?”13.

La respuesta obvia a estas pre-

guntas es: ¡No! Por ello el nuevo

párrafo segundo del artículo 6° esta-

blece los principios y bases que

ahora rigen al derecho de acceso a

la información pública guberna-

mental en todo el país. Es importan-

te subrayar que se trata de las bases

mínimas del derecho y que, por ello,

el Congreso de cada estado y el de la

Federación tienen la posibilidad de

ampliarlo tanto como lo consideren

pertinente en las leyes que para

este propósito expidan14.

 




